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León, Guanajuato, a 29 veintinueve de noviembre del año 2017 dos mil diecisiete. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 0405/2016-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra del TESORERO MUNICIPAL DE LEÓN, GUANAJUATO, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 13 trece de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, impugnando la omisión de expedición de orden de valuar el inmueble de su propiedad; la orden verbal o escrita de generar, cobrar y ejecutar la determinación del impuesto predial; la omisión del procedimiento para notificar, determinar y requerir de pago del impuesto que se determine a su costa; y, la determinación del impuesto para el ejercicio fiscal 2016 del inmueble de su propiedad, los recargos y gastos de ejecución. . . . . . . . . . . 

Prevención previa a la admisión de la demanda.

SEGUNDO.- Por auto de fecha 18 dieciocho de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, se requirió a la parte actora para que el término de 05 días aclarara su demanda, apercibiéndosele que en caso de incumplimiento se acordaría lo que en derecho correspondiera, sin descartar el desechamiento de la demanda. . . . . . . . . . 

Cumplimiento de requerimiento,

Admisión de la demanda y pruebas.
TERCERO.- El 26 veintiséis de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, la parte actora presentó escrito de aclaración de demanda expresando que impugna el procedimiento de valuación del inmueble, el avalúo, la determinación del crédito fiscal y el cobro o requerimiento del crédito fiscal; y, por auto de fecha 31 treinta y uno del mismo mes y año, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda en contra del Tesorero Municipal, no admitiéndose en contra de la Directora General de Ingresos, de la Directora de Impuesto Inmobiliarios y del Director de Ejecución; asimismo se le admitió la prueba  documental descrita y exhibida a la misma, la que por su especial naturaleza se tuvo por desahogada desde ese momento y la prueba presuncional legal y humana en lo que le beneficie; y, en cuanto a la suspensión del acto impugnado se le concedió al actor el término de 3 tres días para garantizar el interés fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Contestación de la demanda y ofrecimiento de pruebas.

CUARTO.- El 16 dieciséis de junio del año 2016 dos mil dieciséis, la autoridad presentó la contestación a la demanda incoada en su contra; y, por auto del día 21 veintiuno del mismo mes y año, se le tuvo contestando en tiempo y forma, admitiéndosele la prueba documental aceptada a la parte actora en el auto de radicación y la exhibida a la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal, así como la presuncional legal y humana en lo que le beneficie; señalándose además fecha y hora para celebración de audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Presentación de alegatos.
QUINTO.- El 06 seis de julio del año 2016 dos mil dieciséis, la parte actora presentó escrito de alegatos; y, por auto del día 07 siete del mismo mes y año, no se acordó de conformidad dicha petición por no ser el momento procesal oportuno. . 
Audiencia de alegatos.

SEXTO.- El 14 catorce de julio del año 2016 dos mil dieciséis, a las 11:00 once horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, sin la asistencia de las partes; en la que se tuvo a la parte actora presentando escrito de alegatos; y, se le hizo saber que se emitiría sentencia en cuanto a las labores del Juzgado lo permitieran. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Petición de suspensión del acto impugnado.

SÉPTIMO.- El 27 veintisiete de marzo del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó una promoción solicitando la suspensión del acto impugnado; y, por auto del día 29 veintinueve del mismo mes y año, se le concedió al actor el término de 3 tres días para garantizar el interés fiscal, por no acreditar el embargo trabado en el inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Segunda petición de suspensión del acto impugnado.

OCTAVO.- El 05 cinco de abril del año 2017 dos mil diecisiete, la parte actora presentó una segunda promoción solicitando la suspensión del acto impugnado; y, por auto del día 17 diecisiete del mismo mes y año, se le concedió la suspensión solicitada, concediéndosele a la autoridad demandada el término de 03 tres días para informar el acatamiento de la medida. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
Requerimiento.

NOVENO.- El 24 veinticuatro de abril del año 2017 dos mil diecisiete, la Directora General de Gestión, Administración y Gestión Gubernamental en su carácter de Encargada de Despacho del Tesorero Municipal, presentó una promoción informando que giró oficio a la Dirección de Ejecución solicitando la suspensión del procedimiento administrativo de ejecución; y, por auto del 02 dos de mayo del mismo año, se requirió para acreditará el carácter con el que compareció. 
Informe de la autoridad.

DÉCIMO.-  El 03 tres de mayo del año 2017 dos mil diecisiete, el Tesorero Municipal presentó una promoción informando el acato de la suspensión del acto impugnado; y, por auto del día 10 diez del mismo mes y año, se le tuvo por acatando la suspensión decretada en esta causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . 
Informe de la autoridad.

DÉCIMO PRIMERO.- El 29 veintinueve de mayo del año 2017 dos mil diecisiete, el Director de Ejecución presentó promoción informando el acatamiento de la suspensión del acto impugnado; y, por auto del día  02 dos de junio del mismo año, no se acordó su petición de conformidad, por no ser parte en este juicio; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho procede. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de éste Juzgado.
PRIMERO.-  Que   conforme  a  lo   previsto  por  los   artículos  243  párrafo 
segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos imputados al Tesorero Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Existencia de los actos impugnados.
SEGUNDO.- Que realizando un estudio integral de la demanda, sus anexos y escrito aclaratorio de demanda, se advierte que la parte actora impugna los siguientes actos: a).- El procedimiento de valuación al inmueble con cuenta predial (…); b).- El avalúo practicado al referido inmueble; c).- La determinación del crédito fiscal que se hace constar en el estado de cuenta con fecha de impresión 10 diez de mayo del año 2016 dos mil dieciséis; y, d).- El cobro del crédito fiscal señalado en el citado estado de cuenta por la cantidad total de $27,217.41 (veintisiete mil doscientos diecisiete pesos 41/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Y, la existencia del avalúo practicado al inmueble con cuenta predial (…), se encuentra acreditada en autos de esta causa, con la copia del Avalúo Fiscal de fecha 04 cuatro de febrero del año 2011 dos mil once, en virtud de que se encuentra certificada por el Registrador del Registro Público de la Propiedad de León, Guanajuato, así como con el reconocimiento que hace la autoridad en la contestación de la demanda, al afirmar que existe ese avaluó, el cual sirvió de base para la determinación del impuesto predial para los ejercicios fiscales del 2012 dos mil doce al 2016 dos mil dieciséis; y, la determinación y el cobro del crédito fiscal se acredita con el referido estado de cuenta, así como con el reconocimiento que hace la autoridad en la contestación de la demanda, al afirmar que realizó la mencionada determinación del crédito fiscal. En cuanto al procedimiento de valuación no se acredita su existencia, por las razones expuestas en el siguiente considerando. .  . . 
Causales de improcedencia y excepciones.
TERCERO.-  Que  conforme  a lo estipulado por el artículo 261 del Código de 
Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En la especie, el Juzgador de acuerdo a lo estipulado por la última parte del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, de oficio determina que respecto al avalúo fiscal de fecha 04 cuatro de febrero del año 2011 dos mil once, se ACTUALIZA la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción IV, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque este acto impugnado se encuentra consentido tácitamente por la parte actora, en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 261, fracción IV, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, dispone en la parte que interesa: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 261. El proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones:

IV.- Respecto de los cuales hubiere consentimiento expreso o tácito, entendiendo que se da este último únicamente cuando no se promovió el proceso administrativo ante el Tribunal o los Juzgados, en los plazos que señala este Código;”
Conforme esta fracción, el proceso administrativo resulta improcedente cuando la demanda no se presenta dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que haya surtido efectos la notificación del acto o resolución impugnado o a aquél en que se haya ostentado sabedor de su contenido o de su ejecución, según lo dispone el artículo 263, primer párrafo, del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este contexto, en esta causa administrativa obra el avalúo fiscal elaborado el 04 cuatro de febrero del año 2011 dos mil once, del bien inmueble con cuenta predial (…), al cual se le fijó un valor fiscal por la cantidad de $4´851,000.00 (cuatro millones ochocientos cincuenta y un mil pesos 00/100 moneda nacional), mismo que fue presentado a la Dirección de Catastro del Municipio de León, Guanajuato, para su revisión, acto que se emitió con fecha 10 diez de marzo de referido año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De este modo, dicho avalúo fiscal fue elaborado a costa del justiciable y presentado ante la autoridad fiscal municipal por el propio actor a través del (…) titular de la Notaria Pública (…), de este Partido Judicial, para realizar el movimiento de traslación de dominio del referido bien adquirido en propiedad mediante Escritura Pública (…), de fecha (…), otorgada ante la fe del aludido notario público.

Es por lo anterior que, la parte actora tuvo conocimiento del avalúo impugnado cuando menos desde el 17 diecisiete de junio del año 2011 dos mil once, fecha en que se realizó el pago del impuesto sobre traslación de dominio del inmueble que nos ocupa ahora; pues, además de ese movimiento, el justiciable ha llevado a cabo el pago del impuesto predial en los años 2012 dos mil doce, 2013 dos mil trece, 2014 dos mil catorce y 2015 dos mil quince, dado que en el estado de cuenta de fecha 10 diez de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, que obra en el sumario, se expresa como valor fiscal la misma cantidad y se aprecia el crédito fiscal por $27,217.41 (veintisiete mil doscientos diecisiete pesos 41/100 moneda nacional) por el impuesto predial correspondiente al año 2016 dos mil dieciséis, lo nos que nos da la plena convicción de que el impuesto predial en los anteriores años indicados fue pagado conforme al mismo valor fiscal, porque no se ha actualizado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . 
Conforme a lo expuesto, se actualiza la causal de improcedencia contemplada por la fracción IV del artículo 261 pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, de acuerdo a lo dispuesto por la fracción II del artículo 262 del mismo ordenamiento jurídico, lo procedente es sobreseer el proceso respecto al a valúo impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por su parte, el Tesorero Municipal en la contestación de la demandada aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto combatido es inexistente como se acredita con las constancias que se ofrecen en el capítulo de pruebas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que SE ACTUALIZA, en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que la parte actora en el capítulo de hechos de la demanda expresó en esencia que es propietario del inmueble (fusionado) ubicado en (…) esta ciudad, que lo adquirió en propiedad mediante Escritura Pública (…), que consta en volumen (…), de fecha 15 quince de diciembre del año 2010 dos mil diez, otorgada ante la fe del Notario Público (…), Licenciado (…), inmueble que según avalúo para traslado de dominio tiene un valor de $4,851,000.00 (cuatro millones ochocientos cincuenta y un mil pesos 00/100 moneda nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar, es importante señalar que la autoridad en la contestación de la demanda expresa que en los archivos de la cuenta predial (…), obra el avalúo de fecha 04 cuatro de febrero del año 2011 dos mil once, avalúo realizado e ingresado por perito externo autorizado por la Tesorería Municipal y la Dirección de Catastro con motivo de la fusión, el cual sirvió para la determinación del impuesto predial para el ejercicio fiscal del año 2012 dos mil doce al 2016 dos mil dieciséis; avalúo que fue presentado por el propio contribuyente por conducto del Notario Público número 94 noventa y cuatro de este Partido Judicial, al solicitar la fusión de predios y compraventa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, resulta evidente que el Tesorero Municipal no llevó a cabo el procedimiento de valuación del inmueble que nos ocupa ahora, previsto en los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, razón por la cual el procedimiento de valuación combatido es un acto inexistente, pues si bien es cierto, existe un avalúo, también lo es que ese avalúo se practicó para fusionar los inmuebles marcados con los números 1716 mil setecientos dieciséis, antes 714 setecientos catorce y 1718 mil setecientos dieciocho, antes 716 setecientos dieciséis y 718 setecientos dieciocho, ubicados en (…) esta ciudad, sólo subsistiendo el marcado con el número exterior (…) y a su vez fijar la base del impuesto sobre traslación de dominio previsto en el artículo 179, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, vigente en ese momento. . 

En consecuencia, si la modificación del valor fiscal fue originada por una manifestación del valor del inmueble por el contribuyente, en términos del primer párrafo del artículo 168 de la Ley de Hacienda referida, entonces el avalúo no fue ordenado por el Tesorero Municipal, conforme a lo señalado por el segundo párrafo de ese precepto jurídico, el que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 168. El valor fiscal de los inmuebles, sólo podrá ser modificado, por la manifestación del valor de los inmuebles de los contribuyentes; cuando se produzca un cambio en cuanto al nombre del contribuyente, a las características del inmueble; o por otra circunstancia que origine una alteración de su valor con motivo de la ejecución de obras públicas, así como en la reconstrucción o rehabilitación de dichas obras. 

No habiendo alguna de las causas anteriores, el valor fiscal únicamente podrá ser modificado por avalúo, que tendrá vigencia por dos años, el cual se aplicará a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se notifique. En este caso no podrá exigirse al contribuyente que cubra las diferencias que se deriven del nuevo valor fiscal y el anterior. Los bimestres posteriores a la notificación, deberán cubrirse conforme al nuevo valor fiscal.”

En consecuencia, partiendo de la premisa de que el avalúo fue practicado por la fusión y adquisición del inmueble que nos ocupa ahora y no por haberse  ordenado por el Tesorero Municipal, entonces no existe el procedimiento de valuación combatido, razón por la cual, en la especie, se actualiza la causal de improcedencia contemplada por la fracción VI del artículo 261 pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por ende, conforme a lo dispuesto por la fracción II del artículo 262 del mismo ordenamiento jurídico, lo procedente es sobreseer el proceso respecto al procedimiento de valuación impugnado. . . . . . . . . 

Analizadas la anteriores causales de improcedencia y estimándose que de autos no se desprende la actualización de ninguna otra causal de las previstas en el citado   artículo  261,  lo  procedente  es  abordar  el  estudio  de  los  conceptos  de 
impugnación expresados en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Análisis del décimo tercero concepto de impugnación.
CUARTO.- Que la parte actora en el décimo tercero concepto de impugnación de la demanda alega en lo toral que la autoridad no detalla la superficie en metros cuadrados o alguna otra medida que sea base para para concretar la operación aritmética de la cual se obtiene el impuesto predial, ni detalla que tasa impositiva le está aplicando y cuáles son los motivos para aplicar dicha tasa; y en el décimo tercer concepto de impugnación, alega en lo esencial que el acto impugnado le causa agravio y le perjudica, en virtud de que el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece [transcribe lo conducente]; que se le hace una cobranza de un impuesto predial que no se encuentra debidamente fundado, motivado y determinado conforme a las disposiciones legales aplicables; que el acto impugnado le causa agravio, ya que no se respeta la garantía constitucional vertida en el precepto citado, en virtud de que no se desprende ninguna fundamentación y motivación del proceder de la autoridad fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En tanto, la autoridad en la contestación de demanda aduce que respecto a estos conceptos de impugnación, no existe acto de autoridad alguno, el cual vulnere o infrinja la esfera jurídica del particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son FUNDADOS, estos conceptos de impugnación, en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que analizando de manera conjunto los razonamientos vertidos en esos dos conceptos de impugnación, se desprende que la actora señala cuál es la lesión o afectación que estima le causan el crédito fiscal impugnado y los motivos que originaron ese agravio, en virtud de que arguye que se viola el artículo 16 Constitucional, porque se le cobra un impuesto predial sin ninguna fundamentación y motivación, y sin detallar la superficie en metros cuadrados, ni la tasa impositiva se le está aplicando, ni los motivos para aplicarla, por ende, resulta evidente que se expresa con claridad la causa de pedir, al señalar cuál es la lesión que estima le causa el acto y los motivos que la originaron. . . . . . . 
Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador el sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a Página 38, bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.” 

Así las cosas, el crédito fiscal fijado en la cantidad de $27,217.41 (veintisiete mil doscientos diecisiete pesos 41/100 moneda nacional), por adeudo del impuesto predial, reflejado en el documento denominado Consulta de Saldo, con fecha de impresión el 10 diez de mayo del año 2016 dos mil dieciséis, se encuentra carente de fundamentación y motivación, en virtud de que se omite expresar el o los preceptos legales y el ordenamiento jurídico, así como las razones que sirven de apoyo para emitir el referido crédito fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo  expuesto  es  así,  ya  que  la  autoridad  demandada respecto al aludido 
crédito fiscal únicamente externa la cantidad fijada por concepto de impuesto predial a pagar para ejercicio fiscal del año 2016 dos mil dieciséis, indicando la cuota anual y bimestral y el periodo que comprende la contribución; y, la base del impuesto -valor fiscal del inmueble-, pero dejó de dar a conocer de manera desglosada los valores unitarios del suelo y construcciones que establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2016 dos mil dieciséis; así como el objeto y la tasa o tarifa aplicada para fijar el crédito fiscal cobrado. Asimismo, la autoridad se encuentra constreñida a señalar el método o las operaciones que sirvieron para determinar las cantidades cobradas por cada bimestre y por año, sin embargo, no se condujo de esta manera. . . . . . . . . 
En consecuencia, el crédito fiscal impugnado carece del elemento de validez exigido por el artículo 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; pues, no se encuentra suficientemente motivado, omisión que desvirtúa la presunción de legalidad del referido crédito; por consiguiente, si este elemento le da seguridad jurídica al particular, entonces su omisión crea una molestia y constituye la existencia de un vicio de naturaleza formal, el que de acuerdo a lo establecido por el artículo 143 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, produce la ilegalidad del acto impugnado en este proceso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, el crédito fiscal impugnado, resulta ilegal y afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora y se viola en su perjuicio el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, con fundamento en los artículos 300, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, lo procedente es declarar la nulidad del crédito fiscal por concepto de impuesto predial para el ejercicios fiscal del año 2016 dos mil dieciséis, respecto del bien inmueble ubicado en (…) esta ciudad, con cuenta predial (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, este primer acto fiscal, acarrea a su vez, la ilegalidad de todos sus actos consecuentes, dentro de los que se encuentran: el requerimiento de pago del crédito llevado a cabo el 09 nueve de enero del año 2017 dos mil diecisiete; el mandamiento de ejecución identificado con el número (…), de fecha 25 de enero del año en curso, por la cantidad de $30,118.65 (treinta mil ciento dieciocho pesos 65/100 moneda nacional); y, el acta de embargo, de fecha 13 trece de marzo del mismo año. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el siguiente rubro: . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
“ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se  harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal.” 


La el crédito fiscal impugnado, es para el efecto de emitir un nuevo acto, subsanando los vicios formales indicados en este fallo, esto es, para determinar y liquidar el crédito fiscal conforme a derecho, dentro de los 15 quince días hábiles siguientes al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada esta sentencia; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . 
QUINTO.- La argumentación esgrimida en el concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad del acto impugnado y sus consecuentes, por lo que resulta innecesario el estudio del décimo segundo concepto de impugnación expresados en la demanda, toda vez que de proceder este, en nada variaría el sentido de esta sentencia; asimismo, se precisa que no a aborda el estudio de los demás conceptos de agravio, en virtud de que están formulados respecto de los actos sobre los que se sobreseyó el proceso. Al respecto sirve de apoyo, como criterio orientador, la tesis que a la letra dice: . . . . 
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261, fracciones I y VI, 262, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracciones I y II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver  este proceso. . . . . . . .  . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se SOBREESE el presente proceso únicamente por lo que hace al procedimiento de valuación y al avaluó elaborado el 04 cuatro de febrero del año 2011 dos mil once, del bien inmueble con cuenta predial (…), por las razones expresadas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- Se declara la NULIDAD del crédito fiscal por la cantidad de $27,217.41 (veintisiete mil doscientos diecisiete pesos 41/100 moneda nacional) por concepto de impuesto predial para el ejercicios fiscal del año 2016 dos mil dieciséis, del bien inmueble ubicado (…) esta ciudad, con cuenta predial (…); y, de sus actos consecuentes como lo son el requerimiento de pago del crédito (…), de fecha 09 nueve de enero del año 2017 dos mil diecisiete, del mandamiento de ejecución, del día 25 veinticinco del mismo mes y año; y, del acta de embargo levantada con fecha 13 trece de marzo de ese año. Dicha nulidad es para el efecto de emitir un nuevo acto, subsanando los vicios formales indicados en el cuarto considerando de este fallo; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el mismo considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . .  . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . .
